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Promoción industrial. Beneficios promocionales. Decaimiento. Fundamento. Incumplimientos. Multas. Régimen jurídico. Informes técnicos. Plena fe. Sanción. Carácter.

Señor subsecretario técnico
de la Secretaría Legal y Técnica
de la Presidencia de la Nación:

Se requiere la intervención de esta Procuración del Tesoro de la Nación, con relación al proyecto de decreto mediante el cual se ratifican las medidas dispuestas en el art. 1 de la Res. del entonces Ministerio de Economía y Producción (M.E. y P.) 47 (B.O.: 14/2/08), y se rechaza el recurso jerárquico deducido en subsidio del de reconsideración por la empresa Palm Citrus Sociedad Anónima, contra la citada resolución ministerial que le impuso el decaimiento total de los beneficios promocionales oportunamente otorgados, el reintegro de los tributos no abonados, con más sus intereses, la devolución inmediata de los impuestos diferidos, y le aplicó una multa, en virtud de incumplimientos al régimen promocional del que era beneficiaria.

I. Antecedentes de la consulta
1. Junto con las actuaciones principales se ha acompañado el Expte. CUDAP: EXP-S01:01:0167423/03 del registro del ex Ministerio de Economía y un Anexo I, en tres cuerpos, identificado con el número del expediente precitado.

A los fines de reseñar los antecedentes remitidos me referiré, en primer lugar, a las constancias obrantes en el Expte. CUDAP: EXP-S01:01:0167423/03 y su Anexo I, y luego a las de los autos principales, a efectos de respetar la cronología de los hechos.

2. CUDAP: EXP-S01:01:0167423/03:

2.1. Mediante el Dto. 1.496/97 (B.O.: 3/2/98), la empresa Palm Citrus Sociedad Anónima fue declarada beneficiaria del régimen de promoción no industrial instituido por el art. 36 –último párrafo– de la Ley 24.764 (B.O.: 2/1/97) y por el Dto. 494/97 (B.O.: 4/6/97) (v. fs. 136/147 del Anexo I).

Según resulta del Anexo I del decreto citado, el proyecto tenía por objeto la producción de veinticinco hectáreas de naranjas de la variedad Robertson y de cuarenta hectáreas de pomelos de variedad Duncan, con tecnología que incluye riego por goteo, con una inversión de pesos un millón trescientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres ($ 1.333.333), y con localización en el Departamento Bermejo, de la provincia del Chaco.

La beneficiaria comprometió una mano de obra: a) permanente de tres personas, número que se elevaría a siete a partir de la puesta en marcha; y b) temporarios cinco personas, que se elevarían a trece a partir de la puesta en marcha del proyecto.

Los beneficios promocionales otorgados consistieron en: a) exención en el impuesto a las ganancias de acuerdo con la escala prevista en el art. 2 de la Ley 22.021 (B.O.: 4/7/79); y b) a los inversionistas: franquicias establecidas en el art. 11 de la ley citada.

2.2. La Res. del ex M.E. y O. y S.P. 1.517/98 (B.O.: 26/11/98) dio por cumplidos, a la empresa Palm Citrus S.A., los requisitos exigidos por el Dto. 1.496/97, y por acreditada la condición de beneficiaria definitiva del régimen de promoción no industrial establecido en el último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764 y del Dto. 494/97 –v. art. 1– (v. fs. 226/230 del Anexo I).

Los arts. 2, 3 y 4, respectivamente, de dicha resolución reiteran el objeto del proyecto promovido, la inversión comprometida y la dotación con la que debía contar, todo en coincidencia con lo previsto en el Dto. 1.496/97.

La puesta en marcha de la explotación debía ser denunciada por la beneficiaria ante el Gobierno provincial antes del 31 de diciembre del 2002. Además, estaba obligada a suministrar semestralmente al Gobierno provincial el detalle de las inversiones realizadas en el lapso correspondiente ... permitiendo la inspección y constatación de las mismas en la forma que le fuera requerida (v. arts. 5 y 7, respectivamente).

Por su parte, los inversionistas en la sociedad promovida ... en oportunidad de suscribir acciones o efectivizar aportes directos hasta la suma de pesos un millón trescientos treinta y tres mil trescientos treinta y tres ($ 1.333.333 ) podrán optar por una de las siguientes franquicias, instituidas en el art. 11 de la Ley 22.021: a) Diferimiento en los términos del art. 11, inc. a), de la citada ley, del pago de las sumas que deban abonar en concepto de impuestos hasta un monto de pesos un millón ($ 1.000.0000). b) Deducción, en los términos del art. 11, inc. b), de la citada ley, a los efectos del cálculo del impuesto a las ganancias (v. art. 8).

La titular contaba con un plazo máximo de meses a partir de la fecha de publicación en el Boletín Oficial de dicha resolución, para tramitar ante el Gobierno provincial el “Certificado de inicio de ejecución de inversiones”, en las condiciones establecidas en la Res. ex M.E. y O. y S.P. 325/98 (B.O.: 18/3/98). Ante la falta de cumplimiento de dicha obligación se aplicarían las sanciones previstas en los arts. 15 y 17 de la Ley 22.021 y sus modif. (v. art. 10).

Los derechos y obligaciones previstos en la resolución en trato ... se regirán por lo dispuesto en la Ley 22.021 y sus modif., los Dtos. 3.319/79 del 21 de diciembre de 1979 y sus modif.; 494/97 del 30 de mayo de 1997; 1.496/97 del 30 de diciembre de 1997; la Res. M.E. y O. y S.P. 325 del 13 de marzo de 1998, y las actuaciones por las que se tramitó el proyecto presentado, sin perjuicio de los requisitos y condiciones que establezca en el futuro la reglamentación a dictarse (v. art. 11).

La beneficiaria se obligó ... a adoptar las medidas necesarias a fin de preservar el medio ambiente y las condiciones adecuadas de vida, de la contaminación y envilecimiento a que puedan verse sometidas las personas y los recursos naturales como consecuencia de la actividad a desarrollar en el marco de los objetivos trazados por la empresa, en el proyecto promovido (v. art. 13).

2.3. A fs. 3/8 se agregó copia certificada del Informe 224/03, a través del cual la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales entendió procedente poner a consideración del subsecretario de Ingresos Públicos la apertura sumarial por los presuntos incumplimientos formales y no formales detectados en las obligaciones establecidas en el cronograma de inversiones, puesta en marcha y dotación de personal, con fundamento en el art. 22 del Dto. 3.319/79 (B.O.: 3/1/80), y en los arts. 15, 16 y 17 de la Ley 22.021 y modif., y el art. 10 del Dto. 494/97.

2.4. Luego de considerar procedente el examen realizado por el precitado organismo, la Dirección de Asuntos Legislativos y Tributarios de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del ex Ministerio de Economía y Producción expresó ... que correspondería ordenar la instrucción del sumario correspondiente a fin de verificar las infracciones detectadas e imponer las sanciones pertinentes (v. copia certificada a f. 11).

2.5. De conformidad con lo actuado, el subsecretario de Ingresos Públicos del ex Ministerio de Economía y Producción ordenó la sustanciación de sumario a Palm Citrus S.A., con motivo de ... los presuntos incumplimientos formales y no formales, detectados al proyecto aprobado por Dto. 1.496/97, Anexo I, y Res. 1.517/98 (art. 36, “in fine”, Ley 24.764) (v. fs. 24).

2.6. Notificada, conforme constancia de f. 38, del inicio del sumario, Palm Citrus S.A. se presentó ante la Dirección General de Asuntos Jurídicos y expresó que, contrariamente a lo sostenido, había cumplido con las normas vigentes. Como muestra de lo expresado acompañó copia del Certificado de Autorización 001/04 previsto en el Dto. 1.232/96 (B.O.: 4/11/96), otorgado por el Ministerio de la Producción de la provincia del Chaco, por pesos doscientos cincuenta mil ($ 250.000), y agregó que ... al 28 de febrero de 2004 las captaciones de aportes autorizadas se encuentran efectivizadas y debidamente informadas a la A.F.I.P. mediante los respectivos F. 518/1 (sic). Indicó que en caso de tener obligaciones incumplidas, le fueran precisadas con el fin de dar respuesta al requerimiento (v. fs. 1 y 2/3, respectivamente, del Expte. CUDAP: EXP-S01:0053478/04 agregado a f. 39).

Ampliando dicha presentación, la encartada acompañó: 1. copia certificada del “Certificado de autorización para captar aportes de capital”, modalidad de continuación de ejecución de inversiones Nº 001/04 de fecha 22 de enero de 2004, intervenido por la A.F.I.P. con fecha 27 de enero de 2004; 2. copia certificada de la Disp. 001 de fecha 7 de enero de 2004 del Ministerio de la Producción de la Provincia del Chaco, donde aprueba la modificación del cronograma de captación de fondos y la determinación de la puesta en marcha de la explotación antes del 1 de enero de 2008, comunicado a la A.F.I.P. con fecha 27 de enero de 2004 ... (v. fs. 1/10 del Expte. CUDAP: EXP-S01:0078145/04 agregado a f. 43).

2.7. En ese contexto, la Instrucción Sumarial solicitó a la Subsecretaría de Ingresos Públicos estableciera el alcance de la delegación otorgada a los Gobiernos provinciales (v. f. 55).

Asimismo, solicitó una definición de “cronograma para la captación de capital sujeto a beneficio”, el análisis de si la delegación llevaba implícita la modificación de la fecha de puesta en marcha del proyecto promovido, y dado que la jurisdicción provincial estaría facultada para efectuar la modificación en cuestión, lo que se traduciría en una reimputación del diferimiento impositivo a ejercicios presupuestarios distintos de aquellos a los que fue imputado originalmente el costo fiscal teórico, si no acarrearía ello una violación a las leyes presupuestarias vigentes.

Y explicitó que ... la consulta formulada se realiza con motivo de las diversas modificaciones que han efectuado algunas provincias, observándose desplazamientos tanto en el inicio como durante el desarrollo del proyecto, que distorsionan en el tiempo los objetivos económicos (producción), sociales (empleo) y extra fiscales (efecto multiplicador). Y adjuntó copias de la Disp. 0001/04 y 006/04, dictadas por la Dirección de Planificación, Capacitación y Evaluación del Ministerio de Producción de la provincia del Chaco (v. fs. 57/58).

2.8. La Dirección Nacional de Impuestos sostuvo ... si el accionar de los Gobiernos provinciales al aprobar las modificaciones de cronogramas persiguiera como finalidad evitar incumplimientos –excepto que los mismos respondan a razones de fuerza mayor–, que harían pasible a la empresa de la aplicación de las sanciones previstas en la normativa, obviamente se estarían desvirtuando los objetivos señalados. Ante dicho supuesto, se comparte el criterio de la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales en cuanto a dejar sin efectos la delegación efectuada a través del art. 5 de la Res. M.E. y O. y S.P. 164/99, en referencia al Informe 75/03 de la citada Dirección Nacional de Incentivos Promocionales, del 3/4/03, agregado en copia certificada a fs. 76/75 del Expte. 01:0167423/03 (v. copias certificadas de fs. 60/63).

2.9. A su turno, la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales tomó intervención y emitió el Informe 165/04, considerando que no existe delegación para que los Gobiernos provinciales modifiquen la puesta en marcha, y advirtió que las modificaciones de cronogramas, de hecho, han implicado un desplazamiento de la fecha de puesta en marcha establecida en la norma aprobada particular –arts. 8 y 9 de la Res. M.E. y O. y S.P. 1.341/98– (v. fs. 95/101).

Agregó que, a la fecha de puesta en marcha, la interesada no dio cumplimiento a las obligaciones de inversión comprometida en el período de instalación.

Asimismo, consideró que ... ante las solicitudes efectuadas por las firmas la jurisdicción provincial podría haber aprobado una modificación del cronograma de captación y aplicación de capital dentro de los plazos del período de instalación, es decir que podría modificarse la distribución de las inversiones, o los ejercicios para efectuarlas, pero sin que ese cambio supere la fecha límite de puesta en marcha establecida por la autoridad de aplicación en el acto particular. Lo expuesto se fundamenta en que los Gobiernos provinciales no están facultados para modificar los plazos de puesta en marcha fijados en decretos de aprobación de proyectos o en resoluciones ministeriales, en orden a que las disposiciones de la Res. M.E. y O. y S.P. 1.341/98 no fueron modificadas (sic). Y más adelante subrayó ... que a través de las modificaciones de cronogramas se intentaría ustificar incumplimientos de la titular rehabilitando proyectos que no han iniciado actividad.

2.10. En una nueva intervención la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales –en respuesta a la Instrucción Sumarial– se remitió a lo expuesto en su Informe 231/04 –agregado a fs. 118/121 del precitado expediente–, en el sentido de que no correspondería modificar la fecha de puesta en marcha fijada en los actos particulares, por cuanto los argumentos tales como imposibilidad de captar inversiones, falta de impuestos para diferir por baja actividad o razones de mercado, no se consideran fuerza mayor (v. Informe 1/05 a f. 122).

Y agregó ... qu,e en orden a que los argumentos invocados por la titular no se consideran de fuerza mayor, no corresponde validar la modificación efectuada por la provincia mediante el dictado de un acto administrativo por parte de la autoridad de aplicación.

2.11. Posteriormente, en una nueva intervención, la misma Dirección Nacional de Incentivos Promocionales, con respecto a la relocalización del proyecto por parte de Palm Citrus S.A., señaló que ... cualquier solicitud de relocalización que la titular hubiese realizado con posterioridad al inicio de captación de inversiones resultaría extemporánea. Asimismo cabe destacar que no obra constancia en el Registro de Beneficiarios de que las referenciadas hayan requerido ante la autoridad de aplicación cambio de localización, habiendo tomado ésta conocimiento de las relocalizaciones al momento de receptar la fiscalización realizada por el organismo fiscal el 19/11/04 ... (v. Informe 352/05 de fs. 120/121 del Expte. CUDAP:EXP-S01:0260585/05, agregado a f. 182).

2.12. La Dirección General de Asuntos Legislativos y Tributarios de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, en consideración a dichos antecedentes, sostuvo ... que debería procederse a la ampliación del sumario iniciado a Palm Citrus S.A. ... , ello ... en atención al incumplimiento detectado a la localización de los proyectos promocionados (v. fs. 123/124 del Expte. CUDAP:EXP-S01:0260585/05, agregado a f. 182).

2.13. Como consecuencia de lo expuesto, el subsecretario de Ingresos Públicos ordenó la ampliación del sumario a la firma Palm Citrus S.A. ... en el marco de la Res. M.E. y P. 221/03, por los presuntos incumplimientos formales y no formales detectados a los proyectos aprobados por Dto. 1.496/97 y Res. ex M.E. y O. y S.P. 1.517/98 (art. 36, in fine, de la Ley 24.764) (v. f. 127 del Expte. CUDAP EXP-S01:0260585/05, agregado a f. 182).

2.14. En virtud de la ampliación del sumario, la Instrucción Sumarial corrió nueva vista a Palm Citrus S.A., de cuya notificación obra constancia a f. 190.

2.15. Luego de las ampliaciones de plazo concedidas para contestar dicha vista, se declaró la rebeldía de la empresa, en los términos del art. 23 de la Res. M.E. y P. 221/03 (v. fs. 192/194 y 196/200).

2.16. Posteriormente, Palm Citrus S.A. efectuó una presentación reiterando sus argumentos y solicitando se dejase sin efecto el sumario instruido (v. fs. 1/13 del Expte. CUDAP:EXP-S01:0045595/07, agregado a f. 389).

2.17. Llamados los autos para alegar, la sumariada presentó su alegato, rechazando todos los incumplimientos y solicitando el sobreseimiento definitivo (v. fs. 1/5 del Expte. CUDAP:EXP:0119781/07, agregado a f. 393).

2.18. La instructora sumariante, luego de analizar las actuaciones, mediante Informe D.G.A.J. 26, de fecha 31 de agosto de 2007, expresó ... que a la luz de los informes técnicos, y el descargo de la sumariada, se concluye que las argumentaciones vertidas no eximen de responsabilidad alguna a la empresa (v. fs. 394/416).

En otro orden, señaló que, no habiendo dado cumplimiento la beneficiaria al proyecto que sirvió de base para la concesión de la respectiva franquicia, correspondería accionar de acuerdo con lo establecido por los arts. 15 y 17 de la Ley 22.021.

Y agregó que ... el organismo pertinente, al analizar el quantum de la multa, deberá graduar las sanciones, teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y la magnitud del incumplimiento, así como también las circunstancias particulares del caso, pudiendo aplicarse total o parcialmente las sanciones previstas.

2.19. Seguidamente se pronunció la Dirección General de Asuntos Jurídicos, compartiendo las conclusiones del informe producido por la instrucción sumarial, por lo que elevó las actuaciones a la Subsecretaría de Ingresos Públicos para la continuidad del trámite (v. fs. 417/420).

2.20. Llamada a intervenir la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales estimó pertinente remitir las actuaciones a la Dirección General de Asuntos Jurídicos de esa Cartera de Estado, adjuntando un proyecto de resolución y soporte magnético ... contemplando el decaimiento total de los beneficios otorgados y reintegro de impuestos, de corresponder, y la aplicación de una multa del 101 sobre el monto de la inversión del proyecto, por incumplimientos a su norma particular, Dto. 1.496/97 y Res. M.E. y O. y S.P. 1.302/99, conforme lo dispuesto por los arts. 15 y 17 de la Ley 22.021; y la extinción del cupo fiscal establecido en la Ley 24.764, art. 36, in fine, que diera lugar a la asignación del costo fiscal teórico correspondiente al proyecto de la firma, si bien dicho proyecto no obra en estas actuaciones (v. fs. 422/429).

2.21. Por su parte, la Dirección de Asuntos Legislativos y Tributarios de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del ex Ministerio de Economía y Producción no formuló objeción al proyecto de resolución ministerial en trámite y opinó que el entonces Ministro de Economía y Producción se encontraba facultado para su dictado (v. f. 431).

2.22. Finalmente, el ex Ministerio de Economía y Producción dictó la Res. 47/08, mediante la cual le impuso a Palm Citrus Sociedad Anónima ... el decaimiento total de los beneficios promocionales, el reintegro de los tributos no abonados con motivo de la promoción acordada con más sus intereses y la devolución inmediata de los impuestos diferidos por los inversionistas, conforme lo establecido en el art. 15 de la Ley 22.021 y sus modif. (v. art. 1) (v. fs. 433/438).

También dispuso ... la extinción del cupo fiscal establecido en el art. 36, in fine, de la Ley 24.764, que diera lugar a la asignación por parte de la Secretaría de Hacienda del entonces Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos del costo fiscal teórico correspondiente al proyecto de la firma (v. art. 2).

Y, asimismo, le impuso a la firma en cuestión ... el pago de una multa de pesos ciento treinta y tres mil trescientos treinta y tres con treinta centavos ($ 133.333,30), según lo dispuesto en el art. 17 de la Ley 22.021 y sus modif. (v. art. 30).

2.23. A f. 445 obra constancia de la notificación a la sumariada de la Res. M.E. y P. 47/08.

3. Actuaciones principales:

3.1. La empresa sancionada interpuso, con fecha 5 de marzo de 2008, recurso de reconsideración con jerárquico en subsidio contra la aludida resolución (v. fs. 1/21).

En esa presentación, Palm Citrus S.A. sostuvo que resulta ... irrazonable la resolución adoptada por el Sr. ministro de Economía, desde el momento que no puede penarse a mi representada por el único y exclusivo motivo de existir una discrepancia entre la provincia del Chaco y ese Ministerio con relación a los argumentos expuestos oportunamente para solicitar la prórroga de la puesta en marcha del proyecto, en el sentido de que si configuraban o no un caso de fuerza mayor, el que según la D.N.I.P. hubiese permitido que el Ministerio de Economía dicte un acto validando la modificación efectuada por la jurisdicción provincial.

Expresó que no existió objeción respecto de la facultad provincial para modificar el cronograma de captación y aplicación de los fondos, y que ..., por idénticas razones de fuerza mayor, debió ser modificada la fecha de puesta en marcha originalmente prevista ...

Puntualizó que ... no existe disposición alguna ... que establezca que en tal caso –la postergación del cronograma para las inversiones– no puede ser modificada la fecha de puesta en marcha; cuando dicha protestad estaba a cargo de la Nación no existían óbices para acceder a dicha modificación, de lo que se sigue que es razonable entender que a partir de su delegación también es potestad del ente delegado.

De otro lado, sostuvo que la Disp. 1/04 dictada por el Gobierno provincial fue considerada válida por el Juzgado Federal de Resistencia, para captar los aportes de los inversionistas, dado que fue dictada por la autoridad de aplicación del régimen promocional (v. copia certificada de fs. 1/5 agregados a f. 204 del Expte. 01:0167423/03).

Con relación a la relocalización expresó ... el incumplimiento que sobre este aspecto se imputa a mi representada es también improcedente e inhábil para sustentar las penas impuestas; la necesaria reubicación de la explotación no implicó afectación alguna a las obligaciones comprometidas bajo el régimen promocional, por el contrario la misma fue solicitada y acordada precisamente para dar cumplimiento al mismo.

Sostuvo que al igual que los demás ilícitos que pertenecen al ámbito del derecho penal o infraccional, en el presente caso no basta con la mera comprobación objetiva de la infracción, sino que, en virtud del principio de personalidad de la pena, debe probarse también la existencia del elemento subjetivo, es decir la culpa o el dolo del autor.

Por último, solicitó el sobreseimiento definitivo.

3.2. Con motivo de dicho recurso tomó intervención la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales, dependencia que se remitió al Informe D.G.A.J. 26 de la instructora sumariante a que se refiere el pto. 2.18 de esta reseña (v. fs. 37/39).

Asimismo, explicó que el porcentaje de la multa establecido en la Res. ex M.E. y P. 47/08 resultó de la metodología para la aplicación de sanciones, aprobada mediante Providencia (SSIP) 9.102/07.

Indicó que la citada metodología distingue entre conductas culposas y dolosas, dado que, para el primer caso, prevé la aplicación de un tope del nueve por ciento (9%) de la inversión actualizada, y para el segundo, resulta de aplicación el máximo legal del diez por ciento (10%).

Sostuvo que, no obstante dichas pautas generales, cada caso particular es sometido al análisis respectivo.

Además advirtió que para arribar a los porcentajes de multa se ponderan los incumplimientos cometidos por los beneficiarios de los regímenes de promoción no industrial, a los fines de otorgar el mismo tratamiento a todos aquellos infractores que se encuentren en iguales situaciones de incumplimiento, a los efectos de mantener un criterio de equidad en la imposición de las sanciones.

Por último, expresó que en el presente caso se le aplicó a la sumariada una multa del diez por ciento (10%) sobre el monto de la inversión total comprometida, el nueve por ciento (9%) por incumplimientos materiales –cambio de localización, dotación de personal y aplicación de inversiones– y el uno por ciento (1%) por incumplimientos formales –falta de comunicación de la puesta en marcha– que asciende a la suma de pesos ciento treinta y tres mil trescientos treinta y tres con treinta centavos ($ 133.333,30).

3.3. Al tomar intervención la Dirección de Asuntos Legislativos y Tributarios de la Dirección General de Asuntos Jurídicos opinó que ... toda vez que ninguno de los agravios invocados por la recurrente tienen entidad suficiente como para revertir la decisión adoptada, esta Dirección General considera que correspondería rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por la firma Palm Citrus S.A., contra la Res. M.E. y P. 47/08 ... (v. fs. 41/42).

3.4. Por Res. M.E. y P. 636 del 18 de noviembre de 2008 se rechazó el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa Palm Citrus S.A. (v. copia certificada de fs. 50/53).

Dicho acto fue notificado a la recurrente el 9 de diciembre de 2008 (v. fs. 61/62), quien hizo uso de su derecho a ampliar y/o mejorar los argumentos de su recurso (v. constancias agregadas a f. 70).

3.5. Remitidas las actuaciones a la Dirección de Asuntos Legislativos y Tributarios, a fin de tramitar el recurso jerárquico en subsidio, recordó el pronunciamiento de esta Procuración del Tesoro Nacional, en el sentido de que es facultad del Poder Ejecutivo nacional dar por decaídos los beneficios promocionales, por no estar delegado en el Ministerio dicha facultad, conforme el asesoramiento registrado en Dictámenes 267:16 (v. fs. 68).

Por ello, aconsejó la elaboración de un proyecto de decreto que ratifique lo dispuesto en el art. 1 de la Res. M.E. y P. 47/08 –en los términos del art. 19 de la Ley 19.549 (B.O.: 27/4/72) y sus modif.–, y que rechace el recurso jerárquico.

3.6. A f. 70 fue incorporado el CUDAP:EXP-S01:0527945/08 con la presentación de la recurrente haciendo uso del derecho de ampliar fundamentos (v. fs. 1/8).

Insistió allí, con citas de asesoramientos de esta casa, en las razones que, a su entender, demostraban claramente la situación de fuerza mayor acaecida y que habían justificado la modificación de la puesta en marcha del proyecto promovido, centradas fundamentalmente en la crisis que había atravesado el país que le había imposibilitado la captación de inversiones, la devaluación de la moneda, etc., a lo que las autoridades provinciales habían accedido.

3.7. La Dirección de Asuntos Legislativos y Tributarios, de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, volvió a intervenir con motivo de la ampliación de fundamentos del recurso en cuestión. Opinó que ... ninguna de las circunstancias descriptas constituyen nuevos elementos de juicio que permitan desvirtuar la legalidad del acto recurrido, toda vez que representan una mera reiteración de argumentos que ya han sido tratados por esta Asesoría ... (v. fs. 74).

Agregó ... que las explicaciones brindadas por la recurrente no lucen convincentes, toda vez que, luego de aseverar que el cambio de localización tornó viable al proyecto en cuestión, pretende justificar la existencia de fuerza mayor en la declaración de emergencia agropecuaria, no reparándose que dicha medida alcanzó a ambos Departamentos de la jurisdicción provincial (Bermejo y Libertador General San Martín), lo cual constituye –en sí mismo– una contradicción.

Finalmente, reiteró la necesidad de que el Poder Ejecutivo nacional ratifique lo decidido por el ministro en la Res. 47/08, por lo dicho en su anterior intervención.

3.8. A su turno, la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Asuntos Legales de la Secretaría Legal y Técnica de la Presidencia de la Nación, luego de analizar las quejas de la recurrente, expresó que ... no habiéndose aportado elementos de juicio que importen una modificación del temperamento adoptado oportunamente a través del acto atacado, el cual por otra parte cumple con la totalidad de los recaudos exigidos para los actos de tal naturaleza, no sólo por estar debidamente motivado y poseer un adecuado sustento en los hechos y el derecho que le sirvieron de causa..., correspondía rechazar el recurso jerárquico interpuesto en subsidio por la recurrente contra la Res. ex M.E. y P. 47/03 (v. fs. 100/105).

A renglón seguido, recordó que correspondía solicitar la intervención de esta casa, conforme con lo previsto en el art. 92 del “Reglamento de Procedimientos Administrativos”, Dto. 1.759/72, t.o. en 1991 (B.O.: 24/9/91).

3.9. A fs. 106 a 110 obra copia certificada del proyecto de decreto, mediante el cual se rechaza el recurso jerárquico interpuesto en subsidio por Palm Citrus S.A.

3.10. En ese estado, se solicitó la opinión de este organismo asesor (v. f. 111).

II. Normativa aplicable
Las normas involucradas en el presente caso son las siguientes:

1. La Ley 22.021 instrumentó un régimen especial de franquicias tributarias que tiene por objeto estimular el desarrollo económico a través de las inversiones efectuadas en explotaciones agrícola-ganaderas, industriales y turísticas ubicadas en las provincias de La Rioja, extendido a las provincias de San Luis y Catamarca por la Ley 22.702 (B.O.: 31/12/82) y a la provincia de San Juan mediante la Ley 22.972 (B.O.: 17/11/83).

1.1. El art. 14 de la citada norma, en su primera parte, establece que las empresas beneficiarias del régimen deben ... cumplir los proyectos que sirvan de base para la concesión de las respectivas franquicias, a cuyo efecto la autoridad de aplicación verificará el cumplimiento del plan de inversiones y de producción o explotación, y los plazos y condiciones establecidas en la respectiva autorización.

1.2. El art. 15 dispone: “... Ante el incumplimiento total o parcial de las obligaciones enunciadas en el artículo anterior, las empresas quedarán automáticamente constituidas en mora y perderán, total o parcialmente, los beneficios que se les hubieran acordado. En tal caso, deberán ingresar –según corresponda– todo o parte de los tributos no abonados con motivo de la promoción acordada con más los intereses respectivos y la actualización de la Ley 11.683”.

1.3. El art. 16 del plexo normativo en cita prevé: “... La autoridad de aplicación tendrá amplias facultades para verificar y evaluar el cumplimiento de las obligaciones de la beneficiaria, que deriven del régimen establecido por esta ley, e imponer las sanciones que se establecen en el artículo siguiente”.

1.4. Consecuentemente, el art. 17 dispone: “El incumplimiento por parte de los beneficiarios de lo dispuesto por esta ley, de su decreto reglamentario y de las obligaciones emergentes del acto que otorgue los beneficios de carácter promocional dará lugar a la aplicación de las siguientes sanciones, sin perjuicio de las que puedan corresponder en virtud de la legislación vigente:

a) En caso de incumplimientos meramente formales y reiterados, multas de hasta el uno por ciento (1%) del monto actualizado del proyecto o de la inversión.

b) En caso de incumplimientos no incluidos en el inciso anterior, multas a graduar hasta el diez por ciento (10%) del monto actualizado del proyecto o de la inversión”.

Y agrega: “... En todos los casos se graduarán las sanciones teniendo en cuenta la gravedad de la infracción y la magnitud del incumplimiento, pudiendo aplicarse total o parcialmente las sanciones previstas en los incisos del presente artículo”.

1.5. El art. 18 de la ley en examen dispone: “Las sanciones establecidas por el artículo anterior serán impuestas conforme a un procedimiento que asegure el derecho de defensa que determinará la reglamentación y podrán apelarse por ante el juez competente, dentro de los diez días hábiles de la notificación de las mismas”.

2. La precitada ley fue reglamentada por el Dto. 3.319/79, modificado por el Dto. 1.810/83 (B.O.: 25/7/83).

2.1. El art. 22 de la reglamentación aludida establece: “Las empresas acogidas al régimen de la ley deberán cumplir cabalmente el proyecto aprobado y deberán observar estrictamente las obligaciones y los recaudos impuestos por las normas respectivas. Las infracciones que cometan en violación a las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes del presente régimen serán penadas de acuerdo con lo establecido en los arts. 16, 17 y 18 de la ley, sin perjuicio de las sanciones que puedan corresponder en virtud de lo que establece la Ley 11.683 u otras normas legales que resulten de aplicación.

3. De otro lado, el art. 36 in fine de la Ley 24.764, de Presupuesto General de la Administración nacional para el año 1997 (régimen al cual se incorporó la recurrente), faculta en su último párrafo al Poder Ejecutivo nacional a ... aprobar proyectos de promoción no industrial hasta el 31 de diciembre de 1997, en regiones de las distintas provincias del país, con alto índice de pobreza, menor desarrollo relativo y mayor distancia de los centros importantes de consumo (...) Los proyectos deberán ser presentados por los Gobiernos de las respectivas provincias ante el Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos de la Nación, quien evaluará y determinará la procedencia o no del proyecto.

4. Por su parte, el Dto. 494/97 establece el marco reglamentario de los proyectos no industriales comprendidos en el último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764, y en su art. 1 dispone: “Los proyectos no industriales a que se refiere la Ley 24.764, art. 36, último párrafo, podrán gozar de los beneficios previstos en el art. 2 de la Ley 22.021 y sus modif. –por el término y escala fijados en el mismo–, y en el art. 11 de la misma norma, con las limitaciones contenidas en los párrafos 4º, 5º y 6º del art. 36 de la Ley 24.764”.

4.1. A su vez, el art. 2 del citado reglamento establece: “En todos aquellos aspectos no contemplados en el art. 36, último párrafo, de la Ley 24.764, y en las normas dictadas en su consecuencia, resultarán de aplicación las disposiciones de la Ley 22.021 y del Dto. 3.319/79, ambos con sus respectivas modificaciones”.

4.2. Asimismo, delegó en el entonces Ministerio de Economía, Obras y Servicio Públicos de la Nación, a los fines de la aplicación del art. 36, último párrafo, de la Ley 24.764, las siguientes facultades:

a) Ejercer la autoridad de aplicación, excepto en lo referente a la aprobación de los proyectos, la que será efectuada por el Poder Ejecutivo nacional.

b) Dictar las normas complementarias y aclaratorias de alcance general ... (v. art. 10).

5. Posteriormente, la Res. ex M.E. y O. y S.P. 325/98 estableció, en su art. 1, la documentación que deben presentar las empresas titulares de proyectos alcanzados por el régimen promocional previsto en el último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764, para acceder a dichos beneficios promocionales.

5.1. En su art. 2 dispuso que, una vez cumplidos los requisitos previstos en el artículo anterior, se dictará el acto particular por el cual se acredite ... la condición definitiva de beneficiario del régimen establecido en el art. 36, último párrafo, de la Ley 24.764.

5.2. El art. 6 de la citada resolución establece que el certificado de inicio de ejecución de inversiones debe contener: a) montos de inversión de acuerdo con los actos particulares y expedientes que les dieron origen; b) monto captado al momento de la solicitud del certificado; y c) monto máximo de capital autorizado a captar sujeto a beneficios, por lo que resta del ejercicio 1998. Y agrega –en lo que aquí interesa– para el usufructo de las franquicias establecidas en el art. 11 de la Ley 22.021 deberá darse cumplimiento a los extremos exigidos en el Dto. 1.232/96 y su modificatorio 1.580/96.

6. Por su parte, el Dto. 1.232/96, modificado por el Dto. 1.580/96 (B.O.: 2/1/97), reglamenta los mecanismos de control que deben implementar las autoridades de aplicación de la Ley 22.021 y sus modif., para la verificación de la efectiva aplicación del capital propio sujeto al beneficio promocional establecido en el art. 11 de la ley referida, tendiente a la ejecución del proyecto promovido y a los efectos de la imputación del costo fiscal teórico al cupo presupuestario anual (v. art. 10).

6.1. Asimismo establece que la autoridad de aplicación respectiva debe autorizar el máximo de capital sujeto a beneficio a captar por la beneficiaria, previa verificación y certificación del cumplimiento por parte de la empresa de la aplicación del capital sujeto a beneficio. Además, en ningún caso pueden transcurrir más de ciento ochenta días entre la fecha de captación de los fondos y la efectiva inversión en activos fijos y/o capital de trabajo. Su incumplimiento da lugar a la aplicación de las sanciones previstas en la Ley 22.021 y sus modificatorias, y las que pudieren corresponder de conformidad a las disposiciones legales vigentes (v. art. 2).

6.2. Por su parte el art. 3 dispone: “El cronograma para la captación del capital sujeto a beneficios, previsto en el cuadro de fuentes y usos de fondos a que se hace referencia en el art. 1, podrá ser modificado únicamente en forma concomitante con el cronograma de aplicación de dicho capital a la ejecución del proyecto promovido.

La autoridad de aplicación deberá aprobar las modificaciones a que se refiere el párrafo anterior y efectuar la comunicación respectiva a la Secretaría de Hacienda y a la Dirección General Impositiva, organismos dependientes del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos”.

7. De otro lado, el art. 4 de la Res. M.E. y O. y S.P. 1.341/98 (B.O.: 22/10/98) establece: “En el supuesto previsto en el art. 3 del Dto. 1.232/96, el organismo provincial girará las actuaciones a esta autoridad de aplicación para su consideración”.

7.1. Asimismo, los titulares de proyectos promovidos tienen la obligación de informar semestralmente, conforme se indica en el anexo de la resolución, mediante declaración jurada, desde el inicio de ejecución de inversiones y durante la vigencia del proyecto, respecto del cumplimiento de las obligaciones previstas en el mismo. Dichas declaraciones juradas deben ser presentadas a las autoridades provinciales dentro de los sesenta días de vencido el semestre, los que, previa conformidad, las remitirán a la autoridad de aplicación (v. art. 7).

7.2. El art. 8 de la citada resolución prevé: “Los titulares de proyectos deberán presentar una declaración jurada ante el Gobierno provincial denunciando la efectiva puesta en marcha de sus proyectos dentro del plazo fijado en el acto particular. Una vez verificada dicha puesta en marcha, la citada declaración jurada será cursada a esta autoridad de aplicación”.

7.3. El art. 9, en lo pertinente, establece: “En el caso de proyectos agropecuarios, la puesta en marcha será considerada conforme a lo dispuesto en la norma aprobatoria y el proyecto que diera origen a la misma”.

8. A su vez la Res. M.E. y O. y S.P. 164/99, en el art. 4, dispone: “Los Gobiernos provinciales respectivos emitirán a requerimiento de los beneficiarios los certificados aludidos en el artículo anterior” (se refiere a los certificados de inicio de ejecución de inversiones).

8.1. El art. 5 de la resolución citada expresa: “A los efectos de lo dispuesto en el art. 4 de la Res. M.E. y O. y S.P. 1.341/98, delégase en los Gobiernos provinciales la facultad de modificación del cronograma para la captación del capital sujeto a beneficio, previsto en el art. 3 del Dto. 1.232/96 y su modificatorio”.

8.2. El art. 6 agrega: “Lo actuado por los Gobiernos provinciales, en virtud de lo dispuesto en los arts. 4 y 5 de la presente resolución, será comunicado a la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales, dependiente de la Subsecretaría de Política Tributaria, dependiente de la Secretaría de Hacienda”.

9. Por su parte, la Res. M.E. y P. 221/03 (B.O.: 20/8/03) aprobó el procedimiento –que como anexo integra dicho acto– para la investigación de las infracciones al régimen de promoción no industrial de la Ley 24.764, art. 36, in fine, entre otras, y aprueba el procedimiento para la aplicación de lo normado en los arts. 14 y 15 y de las sanciones previstas en el art. 17, incs. a) y b), de la Ley 22.021, las que serán impuestas por la autoridad de aplicación (v. arts. 1 y 2).

9.1. El art. 3 considera incumplimientos formales, a los efectos previstos en el art. 17, inc. a), de la ley citada:

a) El incumplimiento a la obligación de comunicar a la autoridad de aplicación circunstancias a las que haga expresa mención el acto administrativo por el cual se otorgó el beneficio promocional, y las disposiciones generales de aplicación.

b) El cumplimiento fuera de término de obligaciones para las cuales se hubiese establecido un plazo en el acto administrativo que otorgó el beneficio promocional.

c) La omisión, negativa o reticencia en el suministro de información requerida por funcionarios de contralor o por los instructores de un sumario en cumplimiento de sus funciones, o la incomparecencia de los titulares o representantes de una empresa beneficiaria a las audiencias a las que fueren debidamente citados por aquéllos.

9.2. Sustanciado el procedimiento sumarial, el ministro de Economía y Finanzas Públicas dictará resolución teniendo ... por fundamento las pruebas producidas en el sumario, teniendo en consideración las circunstancias atenuantes o agravantes que caracterizan el hecho, y determinará la sanción con que administrativamente se condene la infracción y las leyes, reglamentos, resoluciones o contratos que les sean aplicables (v. art. 13, tercer párrafo, de la reglamentación aprobada por la Res. M.E. y P. 221/03).

10. En este contexto, el art. 1 del Dto. 1.496/97 declaró comprendido en el régimen del último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764 y del Dto. 494/97 al proyecto de Palm Citrus S.A., entre otros, que figura consignado en el Anexo I, como los priorizados por las autoridades de la provincia del Chaco.

En el marco normativo descripto, la Res. M.E. y O. y S.P. 1.517/98 dio por cumplidos a Palm Citrus S.A. los requisitos exigidos por el art. 3 del Dto. 1.496/97 y acreditada en forma definitiva su condición de beneficiaria del régimen establecido por el último párrafo del art. 36 de la Ley 24.764 y del Dto. 494/97.

III. Análisis de la cuestión y conclusión
1. Realizada del modo que antecede la reseña de las constancias de la causa, adelanto mi opinión coincidente con la de los servicios jurídicos y demás áreas intervinientes, en el sentido de que no corresponde hacer lugar al recurso jerárquico interpuesto por Palm Citrus S.A.

2. En efecto, tal como lo han sostenido los organismos preopinantes, estimo acreditados los incumplimientos que dieran lugar al dictado de la Res. M.E. y P. 47/08, y los argumentos esgrimidos por la empresa como justificación de éstos no resultan, a mi juicio, suficientes para enervar esa conclusión.

3.1. Ha quedado acreditado que Palm Citrus S.A. no puso en marcha el proyecto en el plazo estipulado y tampoco respetó el cronograma de inversiones.

La justificación intentada por la recurrente en su descargo de fs. 1/21, ampliada a tenor de las constancias agregadas a f. 70, referida a las razones de fuerza mayor, configurada, entre otras cosas, por la declarada emergencia agropecuaria, no resulta admisible.

Ello, por las siguientes razones:

En primer lugar, porque dicha emergencia no fue considerada en forma expresa por la autoridad provincial en la Disp. 1/04, por la cual se modificó el cronograma de inversiones de su proyecto original, que el recurrente invoca en su favor (v. f. 9 del CUDAP:EXP-S01:0078145/04, agregado a f. 43 del CUDAP:EXPT-S01:0167423/03).

En segundo lugar, porque cuando se solicitó dicha modificación la obligación contraída por la recurrente ya se encontraba incumplida (v. primer párrafo del Considerando de la disposición citada precedentemente).

Y, en tercer término –fundamentalmente–, porque la autoridad provincial carecía de la facultad de modificar la fecha de puesta en marcha del proyecto promocionado.

Al respecto, cabe recordar que la beneficiaria estaba obligada a denunciar la puesta en marcha del proyecto antes del 31 de diciembre de 2002 y a suministrar el detalle de las inversiones realizadas en forma semestral (v. f. 3 del Expte. 01:0260585/05, agregado a f. 182 del Expte. 01:0167423/03).

Fue por todo ello que la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales indicó que el acto administrativo provincial intentaba justificar incumplimientos que dieron lugar al sumario, agregando, además, que no correspondería ... modificar la fecha de puesta en marcha fijada en los actos particulares, por cuanto los argumentos tales como imposibilidad de captar inversiones, falta de impuestos para diferir por baja actividad o razones de mercado, no se consideran fuerza mayor (v. copia fiel de fs. 6/9 del Expte. 01:0222389/06, agregado a fs. 224 del Expte. 01:0167423/03).

Conviene recordar que esta Procuración del Tesoro de la Nación ha sostenido, en un reciente asesoramiento, que ... todo emprendimiento empresarial lleva ínsito el riesgo propio de todo negocio, sin el cual perdería esa característica para convertirse en un seguro de ganancias ... y, por lo demás, en el caso, no se trató de riesgos imprevisibles o irresistibles, sino de acontecimientos imputables a la propia recurrente que se comprometió a cumplir las metas previstas en el proyecto aprobado, cuyos riesgos son propios del emprendimiento asumido (v. Dict. 30/10).

Respecto de las facultades de la autoridad provincial, cabe destacar que la delegación conferida sólo la facultó a realizar ... la modificación del cronograma para la captación del capital sujeto a beneficio, previsto en el art. 3 del Dto. 1.232/96 y su modificatorio, y no la prórroga de la puesta en marcha acordada, excediendo ello claramente sus facultades (v. art. 5, Res. M.E. y O. y S.P. 164/99).

La claridad que revisten las normas que conforman el régimen al que se sometió Palm Citrus S.A. hace que la promocionada no pueda argumentar en contra de tales disposiciones, las que, por otra parte, aceptó al incorporarse al régimen promocional (v. art. 11, Res. M.E. y O. y S.P. 1.517/98).

3.2. El incumplimiento respecto de la relocalización del proyecto se encuentra reconocido por parte de la autoridad provincial, hecho que es comunicado a la autoridad de aplicación cuando el proyecto estaba incumplido y había sido reformulado (v. fs. 2/3 agregados a f. 224 del Expte. 01:0167423/03).

3.3. También se encuentra probado que Palm Citrus S.A. incumplió con la obligación de dotación de personal, habiéndose advertido ello por la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales, con motivo de las verificaciones realizadas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, Dirección General Impositiva, y compartido por la instrucción sumarial (v. fs. 3/8, 323/326 y 410/412 del Expte. 01:0167423/03).

3.4. En definitiva, los incumplimientos indicados por la instrucción sumariante a fs. 394/416 del Expte. 01:0167423/03 encuentran fundamento en las constancias de la causa y en los informes técnicos de la Dirección Nacional de Incentivos Promocionales (fs. 3/8 y 422/429 del precitado expediente), cuyas probanzas no han sido desvirtuadas por los antecedentes y argumentos aportados por la encartada, sino tan sólo dogmáticamente.

Al respecto, es de recordar que esta casa tiene dicho que los informes técnicos merecen plena fe, siempre que sean suficientemente serios, precisos y razonables, y no adolezcan de arbitrariedad aparente y no aparezcan elementos de juicio que destruyan su valor. (Dict. 207:343; 252:349; 253:167).

4. Sentado ello, y en lo que se refiere a la imposición de la sanción, corresponde señalar que el art. 17 de la Ley 22.021 y sus modif. establece sanciones para los incumplimientos formales reiterados y no formales, pudiendo aplicarse multas de hasta el uno por ciento (1%) y el diez por ciento (10%), respectivamente, del monto del proyecto o de la inversión, debiéndose graduar las mismas, en todos los casos, de acuerdo con la gravedad de la infracción y la magnitud del incumplimiento.

Asimismo, cabe recordar que la Res. M.E. y O. y S.P. 1.517/98, en virtud de la cual se otorgó el beneficio a la recurrente, estableció en su art. 11 que los derechos y obligaciones se regirían por lo dispuesto en la Ley 22.021 y sus modif.; su Dto. reglamentario 3.319/79 y sus modif.; Dtos. 494/97 y 1.496/97; la Res. M.E. y O. y S.P. 325/98, y las actuaciones por las que se tramitó el proyecto presentado.

Los incumplimientos formales y materiales en que incurrió Palm Citrus S.A. tienen entidad suficiente como para justificar la multa en cuestión, de conformidad con la normativa general y particular aplicable en la especie.

5. El quantum de la multa impuesta, por lo demás, se ha fijado en un porcentual dentro de la escala prevista en el mencionado art. 17 de la Ley 22.021, adviertiéndose que la sanción guarda proporción con la falta cometida.

Sobre el particular, este organismo asesor ha sostenido que, como principio, la graduación de la sanción queda librada a la prudente discrecionalidad de la autoridad de aplicación (v. Dict. 261:121, entre otros).

IV. Conclusión
A mérito de todo lo expuesto hasta aquí, considero que corresponde rechazar el recurso jerárquico en subsidio interpuesto por la firma Palm Citrus S.A.

En otro orden, de conformidad con lo previsto en los arts. 39 y ss. del “Reglamento de Procedimientos Administrativos” Dto. 1.759/72, t.o. en 1991, la notificación del acto que se dicte hará saber a la interesada que la resolución del recurso jerárquico agota la instancia administrativa, de conformidad con lo dispuesto por el art. 90 del citado reglamento, sin perjuicio de la posibilidad de interponer el recurso contemplado por su art. 100.

